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El nuevo Proceso Penal Italiano 
nacido el 24 de octubre de 1989, es 
según la doctrina modelo de equili­
bro entre las garantías de defensa y 
el interés público en la investiga­
ción penal, entre la instrucción y los 
derechos inalienables de la persona 
humana. Un sistema mixto entre un 
modelo ne tamen te ins t ruc tor io o 
acusatorio con instituciones armó­
nicas sobre los in tereses con t ra ­
puestos en juego salvaguardando en 
todo momento el principio acusato­
r io : la n e t a d i s t i n c i ó n e n t r e los 
papeles del Juez y del Minis ter io 
Público en cada una de las fases del 
proceso, el doble «fascículo» o expe­
diente del Ministerio Fiscal y del 
Juez contribuyendo a la imparciaili-
dad e independencia del órgano juz­
gador, la configuración del Ministe­
rio Fiscal, la fase intermedia y los 
procesos especiales que contribuyen 
al adecuado equilibrio entre el prin­
cipio de oportunidad y el de legali­
dad, la salvaguarda en todo momen­
to de la neta oral idad y el debate 
contradictorio en la formación de la 
prueba. 

Junto a ello las exigencias de la 
lucha contra el crimen organizado 
han hecho patente las disfunciones 
de dicho Código para la operatividad 
de dichos procesos. De este modo 
aparece una cierta diversificación de 
la disciplina en los procesos de cri­
minalidad organizada para adecuar 

el código a los procesos de dicha 
indudable y específica delincuencia. 
El delicado equilibrio entre los dere­
chos a la libertad y las exigencias de 
defensa SOCÍEII vuelve a patentizarse 
una vez más. Ciertos autores habla­
ban de una ruptura de los tradicio­
nales esquemas del Derecho Procesal 
Itciliano (ciudadanos bajo sospecha, 
medidas de prevención, resoluciones 
judiciciles provisionales) a partir de 
las leyes «Anti-Mafía», sobre todo a 
partir de la ley 646/82, que asegura­
ban un re torno a inst i tuciones de 
corte inquisitivo. Sin llegar a dicho 
extremo cabe decir que dichas leyes 
han producido una mutuación en la 
fisionomía del Código Procesal Penal 
Italiano. La experiencia judicial en 
los delitos de criminalidad organiza­
da, los famosos «maxiprocesos», la 
violencia sufrida por el Estado Italia­
no han hecho surgir dicha legisla­
ción de urgencia. 

La criminalidad organizada, por 
su enorme capacidad económica, 
supone un peligro potencial para el 
Estado de Derecho. No sólo para las 
naciones con las tradicionales orga­
nizaciones delictivas (Mafia, Camo­
rra, Cárteles colombianos). La unifi­
cación europea y la mundialización 
de la economía han puesto de relie­
ve su carácter transnacional sin que 
n i n g ú n pa í s q u e d e a salvo de la 
misma. El sistema político y social 
italiano nos muestra su capacidad 
de simbiosis en el tejido social, las 
oscuras connivencias e introduc--
ción del c r imen organizado en el 
sistema económico y el Poder Políti­
co. Ello ha e ros ionado la p rop ia 
esencia y función del Estado. En las 
investigaciones de los Fiscales de 
las «Manos Limpias», mayoritaria-
mente circunscrita a Milán, se nos 
muestra la instauración de un sistema 
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inst i tucionalizado de acceso a los 
recursos públicos, por parte de los 
partidos políticos a través de empre­
sas med ian te la conces ión de los 
contratos de estado, sea mediante el 
pago de comisiones o «tangentes» o 
a través de testaferros. Sin embar­
go, en Ñapóles y Palermo, en dicha 
connivencia interviene el Cr imen 
Organizado, controlando las empre­
sas concurrentes a los contratos del 
Es tado , m e d i a n t e la violencia, el 
control electoral de ciertas capas de 
población o la corrupción, otorgan­
do a su vez la obtención de protec­
ción e impunidad contra eventuales 
acciones judic ia les pa ra el Poder 
Político y sus empresas protegidas 
^ Dicha relación es patente igual­
mente en Alemania lugar en el que 
se debe afrontar la lucha contra la 
criminalidad organizada extendida 
en parte por las tensiones y conflic­
tos derivados de la inmigración y su 
unificación nacional. Por otro lado 
había sido infravalorada la capaci­
dad de dichas organizaciones para 
su penetración en el tejido social y 
el economía lícita ^. Por ello la Doc­
trina Penal había indicado la conve­
niencia de que en la Ley Alemana 
sobre Criminalidad Organizada de 
1992 (Orgkg) se hubiesen incluido 
los diversos tipos penales sobre la 
corrupción, de enorme importancia 
en la lucha contra dicha criminali­
dad pues la corrupción es el «vehí­
culo», el «humus» o la vía de acceso 

para su introducción en el sistema 
social •'. Desaparecida la legalidad, 
el grupo más fuerte sin importar los 
medios utilizados será el beneficia­
r io de la c o r r u p c i ó n . Desde u n a 
perspect iva procesal a m b a s t inen 
u n a carac ter í s t ica en c o m ú n que 
afecta a su régimen. Si la criminali­
dad organizada ha e laborado una 
cul tura moderna y cínica pa ra no 
dejar las huellas de dlito o hacerlas 
desaparecer convirtiendo en Ciencia 
ese empeño, en los delito de corrup­
ción se reproduce el esquema de la 
« c r i m i n a l i d a d s in v í c t i m a s » , la 
impunidad de estos delitos debido a 
sus d i f i cu l t ades p r o b a t o r i a s . La 
falta de denunc ias , los pac tos de 
s i l enc io o la c o m p l i c i d a d t á c i t a 
entre corruptor y corrompido, así 
como la pos ib i l idad y rap idez de 
reacción por parte de la autoridad 
co r rompida de bo r r a r las huel las 
del delito '*. 

Po r o t r a p a r t e la expe r i enc ia 
judicia l i ta l iana, nos evidencia el 
peligro de la «Judicialización» de un 
país, así como los límites del derecho 
Penal y del Poder Judicial para com­
batir esta criminalidad. En pr imer 
lugar, la enorme dificultad de inves­
tigar dicha criminalidad en la sede 
del proceso. Los largos plazos nece­
sarios y su enorme complejidad pue­
den Uevar a bloquear el sistema judi­
cial, y dada la trascendencia de los 
mismos, afectar al resto de los asun-

^ Cfr. Ernesto O. SAVONA «Ohre el 
Diritto Pénale. Note in materi di Lotta alia 
corrzione», Política del Diritto, Vol. XXVI, 
n. 4, diciembre 1995. 

^ Mario G. LosANO: «Pecunia nervus 
rerum: Quale Corruzione in Germania»; Teo­
ría Política, Anno X, n. 2/1994, pp. 32 y ss. 

^ Klaus LANG: «Korruption-Pestilenz 
unserer Tage», en Kriminalistik, 1993, n. 
6, pp. 363-366, cit. in Mario G. Losano, 
«Pecunia nervus rerum:...», op. cit., p. 
31. 

'* Cfr. Mario LOSANO, «Pecunia nervus 
rerum:...»; op. cit., p. 31. 
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tos «ordinarios». Tampoco son ade­
cuados p a r a el n o r m a l funciona­
miento de las instituciones, generan­
do un temor que puede paralizar su 
funcionamiento, quedando la Admi­
nis t ración Pública bajo sospecha. 
Sin embargo han tenido un efecto 
positivo, siendo enormemente efecti­
vos para que la opinión pública haya 
tomado conciencia de la extensión y 
profundidad tanto del Crimen Orga­
nizado como de la corrupción y se 
haya creado una opinión mayorita-
ria para un cambio institucional. A 
su vez el valor simbólico de dichos 
procesos ^ conduce fácilmente a una 
m a n i p u l a c i ó n po l í t i ca , a i s l a n d o 
dichas conductas de su contexto. 
Estos casi s iempre nacen en u n a 
consen t ida qu i eb ra de legal idad, 
m u c h a s veces p o r u n exceso de 
voluntarismo del legislador, sin tener 
en cuenta la realidad social a la que 
tiende a regular. Por ello la lucha 
contra dicha criminalidad debe reali­
zarse fuera del proceso, en los distin­
tos factores c r iminógenos . Así la 
lucha contra la criminalidad organi­
zada comienza con una política glo­
bal para eliminar cualquier ámbito 
de segregación, rest i tuyendo a las 
Instituciones sus funciones propias, 
que sólo cabe realizEir mediante una 
«revolución cívica», c reando u n a 
opinión pública contra todo tipo de 
favoritismos, clientelismos y privile­
gios ^. Este cl ima de respeto a la 

^ J.M. RICO: «La Corrupción Pública y 
su control en América Latina», Revista de 
Derecho Penal y Criminología, Vol. 4, 1994, 
p. 68, nota 8. 

* ARMAD FABIO, «Elementi per una 
teoría sulla Mafia e sul suo Rapporto con 
la Política», Teoría Política, Anno X, n.° 2, 
1994. 

l ega l idad , inc luye m e d i d a s m á s 
ampl ias depend iendo del s i s tema 
pol í t ico y social . Reformas en la 
Administración Pública para lograr 
el equilibrio entre la discrecionali-
dad y la responsabilidad de las fun­
ciones públicas, un sistema de incen­
tivos económicos adecuados y de 
promoción profesional favorables a 
ello, una legislación exquisita en sec­
tores sensibles como los contratos 
del Estado y la regulación urbanísti­
ca, un amplio debate sobre la inter­
vención estatal en la actividad eco­
n ó m i c a , as í c o m o s i s t e m a s de 
control de sectores sometidos a des­
reglamentac ión estatal . Todo ello 
t e n i e n d o en c u e n t a los fac tores 
extrajurídicos o culturales: su ética 
pública, sus condiciones sociales, 
políticas, económicas. 

No cabe s in e m b a r g o obviar , 
que en estos delitos el proceso ha de 
ser igualmente eficiente para asegu­
rar la constatación de los hechos y 
las presuntas responsabilidades. Se 
debe producir una adaptación nor­
mativa a las dificultades de prueba 
de estos delitos, a la elevada com­
plejidad de las investigaciones y a la 
turbación fraudulenta de las reglas 
de la actividad procesal. Los maxi-
procesos , los a t en tados mafiosos 
c a u s a r o n u n a g r a n c o n m o c i ó n 
pública y concienciación al mundo 
jurídico de las indudables peculiari­
dades objetivas y subjetivas del cri­
m e n o rgan izado , que imped ía al 
O r d e n a m i e n t o p r o c e s a l d a r u n a 
adecuada respues ta s iguiendo las 
normas del Código Procesal Penal., 
Así surge una normativa diferencia­
da con previsiones derogatorias y 
normas para evitar el fraude de ley 
procesal en determinadas situacio­
nes típicas, que permitiera un satis­
f a c t o r i o f u n c i o n a m i e n t o de la 
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máquina judicial. La Ley de Bases 
del Código de Procedimiento Penal 
Italiano, tan sólo indicaba en una 
directiva '', la posibilidad de alargar 
a dos años el plazo de las investiga­
ciones preliminares en vez de los 
dieciocho meses y excepcionaba a 
determinados delitos en ciertas cir­
cunstancias la duración máxima de 
la prisión provisional. Fueron más 
las dificultades prácticas de tales 
procesos las que hicieron tomar 
conciencia de dichas peculiarida­
des, tales como los problemas deri­
vados de la coordinación de investi­
gaciones colegiadas; la estructura y 
organización del Ministerio Público 
en contradicción dialéctica con su 
estatuto de independencia; la exten­
sión de la prueba anticipada por el 
peligro de condicionamientos 
corruptores; la valoración de las 
declaraciones de los arrepentidos e 
incluso las realizadas en otros pro­
cedimientos; la duración de las 
investigaciones y de los criterios 
sobre la adopción de ciertos medios 
de investigación y de la prisión pro­
visional. No existió un proyecto aco­
modado a una valoración global del 
fenómeno con la precisa individua­
lización de los delitos de criminali­
dad organizada, sino decretos-leyes 
ocasionales y contingentes, origi­
nando disposiciones dispersas, que 
permiten mediante su estudio expo­
ner las líneas significativas de la 
normativa más comunmente aplica­
ble a la problemática de dichos pro­
cedimientos. 

Muchas intervenciones no son 
sino la regulación más prolija de 
medidas clásicas de urgencia toma-

7 Art. 2, n. 8. 

das contra el fenómeno terrorista. 
Así las normas sobre los criterios 
para aplicar la prisión provisional, 
pormenorizando los presupuestos, 
objeto, así como los plazos máxi­
mos de duración. El miedo a la 
excarcelación de imputados de peli­
grosas organizaciones fue la razón 
inmediata de dicha legislación. Más 
tarde la conciencia de los abusos de 
la discrecionalidad judicial con 
merma de las garantías constitucio­
nales obligó a la Corte de Casación 
a dictar varias sentencias en las que 
hubo de precisar los criterios máxi­
mos de la prisión provisional y los 
criterios del cómputo de dichos pla­
zos. El peligro de dicha medida cau­
telar se observó en las investigacio­
nes de los Fiscales de «manos 
limpias». La utilización de dicha 
medida como medio de coacción 
consiguió la extensión del «síndro­
me de Nuremberg», donde los 
imputados extendían la cadena de 
acusaciones y personas exonerando 
su responsabilidad en virtud de la 
obediencia debida, ampliándose las 
revelaciones de las tramas delictivas 
y lográndose quebrar los pactos de 
silencio e impunidad que caracteri­
zan a dichos delitos. De la misma 
forma se actuó en los delitos de 
Mafia con las declaraciones de los 
arrepentidos, en los cuales hubo 
que deslindar los móviles espúreos 
de venganza en las mismas organi­
zaciones mafiosas, su utilización 
desde el mismo poder político debi­
do a las oscuras connivencias o los 
beneficios procesales obtenidos en 
la manipulación de las declaracio­
nes de dichos arrepentidos. Ello dio 
lugar a una regulación expresa de la 
actuación procesal de los «peniten-
ti»: era necesaria una comparecen­
cia entre el Ministerio Fiscal, el 
«penitenti». Abogado y ante el Juez 
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de Ejecución penitenciaria para evi­
tar las coacciones y presiones así 
como la manipulación por parte del 
Ministerio Fiscal. 

La necesidad de un mayor uso de 
los instrumentos de interceptación 
de las comunicaciones así como de 
una alargamiento de los plazos de 
estas medidas en las investigaciones 
sobre criminalidad organizada supu­
so regular, no sólo las escuchas tele­
fónicas, sino las ambientales 
mediante microchip, tablas de escu­
cha o micrófonos direccionales a la 
vez que derogar el rígido límite esta­
blecido en el empleo de tales medios. 
Se atenuaron los presupuestos de 
intervención de tales medidas y se 
pudieron tomar por el Ministerio 
Fiscal en caso de urgencia. 

Se alargó hasta dos años las 
investigaciones preliminares en los 
delitos típicos de Mafia y la amplia­
ción del secreto sumarial de hasta 
un año para que el Ministerio Públi­
co concluyera sus investigaciones. 
Excepcionalmente se estableció la 
posibilidad de registros y redadas 
de edificios o bloques enteros cuan­
do existiese un fundado motivo de 
que en ellos se encontrasen escondi­
dos prófugos y rebeldes de los deli­
tos de Mafia, realizados bajo el con­
trol de un magistrado que debía ser 
advertido. 

No son menos interesantes las 
conclusiones respecto a la estructura 
orgánica del Ministerio Público. Un 
factor decisivo en la lucha contra la 
corrupción fue sin duda el principio 
de la legalidad de la acción penal 
junto al estatuto de independencia 
del Ministerio Fiscal, lo que posibili­
tó llevar adelante los distintos proce­
sos evitando las presiones de toda 

índole. Sin embargo la creación de la 
«Fiscalía Nacional Antimafía» era un 
elemento extraño para el estatuto de 
independencia del Ministerio Públi­
co. Una delincuencia organizada de 
modo jerárquico, piramidal y de vér­
tice no puede combatirse con éxito si 
no es con una organización semejan­
te de tipo judicial y policial que coor­
dine la información, la actividad 
investigadora, la operatividad de la 
Policía Judicial y la oportunidad de 
las investigaciones. El Ministerio 
Público se convierte en el director de 
la investigación en los procedimien­
tos con inculpados pertenecientes a 
organizaciones criminales a la vez 
que órgano de la instrucción. Se ver­
tieron críticas a dicha institución por 
los riesgos de manipulación política 
del Ministerio Público, sospecha 
siempre latente cuando se concentra 
en un único oficio judicial gran can­
tidad de poderes. Más evidente ha 
sido la sospecha de parcialidad polí­
tica respecto a los Fiscales de 
«manos limpias», criticada por 
amplios sectores sociales. En defini­
tiva el amplio papel que se otorga al 
Ministerio Público, como titular de 
la acción penal, de la investigación e 
instrucción, descompensa todo el 
sistema y se necesita nuevo reparto 
de roles en estos procesos ante el 
incremento de Poder del Ministerio 
Público, dejando a éste de facto la 
iniciativa y el poder de decisión 
sobre la persecución de estos delitos 
accesible sólo a organismos públi­
cos. No deja de ser un reajustamien­
to para Uevar el principio de sep£ira-
ción de poderes al proceso penal. A 
su vez la información restiltado de la 
mayor operatividad investigadora, 
así como la obtenida por medio de 
medidas restrictivas de derechos, 
amenaza con extenderse a otros pro­
cesos, o utilizando dicha informa-
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ción para dirigir investigaciones 
«legales» fabricando sumarios ficti­
cios. Se debilita el principio acusato­
rio y ello exige unos ajustamientos 
internos del sistema procesal y un 
reequilibrio global del proceso. 

Se producirán diversas deroga­
ciones en la formación de la prueba 
bajo el principio de oralidad y el 
debate contradictorio. Así la restricti­
va entrada de los actos de Instrucción 
del Ministerio Público en el Juicio 
Oral quedará atenuada .̂ La legisla­
ción de urgencia permitirá que en 
caso de contradicción entre un testi­
monio dado ante el Ministerio Públi­
co o la Policía Judicial y el declaiado 
en el Juicio Oral pueda tenerse en 
cuenta y valorarse lo declarado en la 
instrucción siempre que esté confir­
mado por otros medios de prueba ,̂ 
incluso en caso de violencia o sobor­
no, no son necesario esos indicios o 
pruebas pues se refuerza el valor del 
testimonio original de la instrucción. 
Del mismo modeo se admitirá 
ampliamente la recuperación por 
medio de lectura de las declaraciones 
de personas imputadas en procedi­
mientos conexos ante «il giudice per 
la indagine preliminare» (GIP o juez 
de la audiencia preliminar) si se 

hubieran acogido al derecho de no 
declarar en el juicio oral evitando el 
fraude procescQ ^ .̂ Se posibilitará la 
utilización de las declaraciones testi­
ficales provinientes de procedimien­
tos conexos, sin consentimiento de 
las partes ^^ siempre que lo conside­
re necesario el juez *̂ , contrario a la 
estricta regulación del fenómeno de 
acumulación procesal. En los proce­
sos de criminalidad organizada fre­
cuentemente existe una trabazón 
lógica en el plano probatorio pues las 
hipótesis recaen sobre unas mismas 
fuentes de prueba y de relaciones 
entre los mismos hechos. La brecha 
abierta por dichas excepciones impo­
ne un esfuerzo de racionalización del 
sistema. Circunscribir los efectos de 
las pruebas de otros procesos a lo 
razonable, al igual que evitar el peli­
gro de ima utilización indiscriminada 
de las actas de instrucción, tratando 
de redimensionzir en el plano proba­
torio cada supuesto. Así la pérdida de 
garantías al permitir la ley que el juez 
dé entrada a las declaraciones de per­
sonas imputadas o condenadas en 
delitos conexis se compensa por la 
posibilidad que otorga la ley a 
las partes de obtener el examen de 
dicho inmutado en el procedimiento 
conexo ^̂ . Todo ello no responde más 

8 Art. 526 CPP. 
^ Ello dio lugar a la modificación del 

art. 500.4 CPP. 
^^ Sentencia 254 de la Corte Consti­

tucional posibilitando una interpretación 
antiformalista del art. 523.2 CPP. Este 
artículo permite la lectura de las declara­
ciones del i m p u t a d o pa ra tener la en 
cuenta como prueba realizado en la ins­
trucción o en la audiencia preliminar en 
caso de negativa a someterse al examen 
test imonial . Se evita que el derecho a 
incriminarse y a no declarar contra sí 

mismo se convierta en una vía de fraude 
para sustraer al juicio oral materiales 
decisivos para hallar la verdad material, 
en caso de re t rac tac ión del imputado 
debido a presiones y condicionamientos 
corruptores. 

" Modificación del art. 238 CPP; en 
el antiguo art. 238 CPP se exigía expresa­
mente el consentimiento de parte. 

12 Art. 190 Bis CPP en relación con el 
art. 51.3 CPP referido a los delitos de cri­
minalidad organizada; 495.1.° CPP. 

•3 Art. 210 CPP. 
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que a que contaminaban el juicio oral 
en estos procesos que dabcín lugar a 
clamorosas retractaciones y silencios, 
así como la erosión que sufren las 
declaraciones de los testigos, al tener 
que repetir la misma versión en dife­
rentes ocasiones. Junto a ello una 
polít ica contra los macroprocesos 
que originaba una fragmentación de 
los debates y exigía la posibilidad de 
asunción del examen test imonial , 
además de consideraciones de tipo 
lógico y organizativo de dichos proce­
sos. Además una regulación porme­
norizada de protección de testigos, 
posibilidad de declaraciones testifica­
les a distancia con medios audiovi­
suales "̂̂  y de los beneficios peniten­
ciarios de los arrepentidos. 

Todo ello planteó a la doctrina, la 
creación de un corpus legislativo sepa­
rado, adaptado a la especialidad de 
dichos procesos y que resal tara la 
excepcionalidad y temporalidad de 
dicha normativa. La «inscriptio» del 
delito, adquiere la mayor importancia, 
toda vez que establece un doble régi­
men procesal que puede hacer nula las 
diligencias de investigación en caso de 
no confirmarse el carácter del delito 
como de criminalidad organizada, de 
modo s imilar la ca ta logación del 
«fumus boni iuris» en la adopción de 
las medidas restrictivas de derechos en 
la investigación supone ima limitación 
en la utilización de la información de 
tales medidas en otros procesos. 

Los procesos de c r imina l idad 
organizada nos evidencian que si 
l a s g a r a n t í a s p r o c e s a l e s son el 
núcleo de u n Es tado de Derecho, 
éstas no deben ser util izadas para 

l̂ t Art. 147 disp. att. CPP. 

Otros fines para los que fueron esta­
blecidas o para fines contrarios al 
fin propio del proceso, de manera 
q u e lo s a b o t e n o p a r a l i c e n . Las 
garantías imponen la buena fe pro­
cesal, la lealtad, y la correción de 
los comportamientos, que no se ins-
t rumenta l i cen cont ra la finalidad 
última del proceso penal. Las garan­
tías reconocidas al imputado, deben 
ser c o r r e c t a m e n t e d i s c ip l i nadas 
legislativamente para que impidan 
que las mismas puedan ser dirigidas 
contra la misma razón del ser del 
proceso, mediante previsiones dero­
gatorias y procedimientos alternati­
vos, que sin violentar los principios 
del proceso penal tenga en cuenta 
las contingencias de estos procesos, 
evi tando la i m p u n i d a d de d ichos 
delitos. 

En este sentido la experiencia 
itliana nos ofrecer pautas y caminos 
para orientar orientar la labor legis­
lativa y la práctica judicial. El libro 
«Proceso Pénale e Criminalitá Orga-
nizatta» recoge las ponencias y deba­
tes en el Instituto de Derecho Penal y 
Proceso Penal «Cesare Beccaria» de 
la Universidad de Pavia en las cuales 
Fiscales y Magis t rados t r a t an las 
principales cuestiones suscitadas en 
su labor. El proceso penal español 
está acomet iendo retos esenciales 
para la constitución de nuestro Esta­
do de Derecho y nuestra democracia. 
Es necesario exigir a todos por igual 
sus r e s p o n s a b i l i d a d e s y m á s las 
penales qe afectan radicalmente a la 
convivencia. Uno de estos retos es el 
c r i m e n o r g a n i z a d o que se ha de 
afrontar con un proceso penal efecti­
vo sin merma de los derecho indivi­
duales , esencial p a r a el Es t ado y 
Sociedad de este final de siglo. 
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